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de gastos de representación siete millones cuarenta y un mil quinientos sesenta y nueve 
pesos ($7.041.569) m/cte.

Artículo 3°. Otras remuneraciones. A partir del 1° de enero de 2024, el cincuenta 
por ciento (50%) de la remuneración mensual de los empleos de Director Administrativo 
Grado 20 de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y los Jefes de Oficina 
Grado 20 de las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial tendrá el carácter de gastos 
de representación.

Artículo 4°. Cesantías. Las cesantías de los servidores públicos vinculados a la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama 
Judicial podrán ser administradas por las sociedades cuya creación se autorizó en la Ley 
50 de 1990 o por el Fondo Público que el Consejo Superior de la Judicatura señale. El 
Consejo Superior de la Judicatura establecerá las condiciones y requisitos para ello, en los 
cuales indicará que los recursos serán girados directamente a dichas Sociedades o Fondo.

Artículo 5°. Pago proporcional de la prima de servicio. Cuando a treinta (30) de 
junio de cada año el empleado no haya trabajado el año completo, tendrá derecho al 
reconocimiento y pago en forma proporcional de la prima de servicios, de que trata el 
artículo 22 del Decreto número 717 de 1978 modificado por el Decreto número 1306 de 
1978.

También se tendrá derecho al reconocimiento y pago en forma proporcional de esta 
prima cuando el empleado se retire del servicio.

Artículo 6°. Horas extras. Los conductores y choferes que laboran en los organismos 
a los cuales se les aplica el presente decreto, tendrán derecho al reconocimiento y pago 
de horas extras liquidado con un recargo del veinticinco por ciento (25%) sobre la 
remuneración básica fijada por la ley para el respectivo empleo, y conforme a los términos 
del Decreto 1692 de 1996. En todo caso, la autorización para laborar horas extras sólo 
podrá otorgarse cuando exista disponibilidad presupuestal.

Artículo 7°. Prohibiciones. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 
salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con 
lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.

Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de 
una asignación que provenga del Tesoro Público, o de empresas o de instituciones en las 
que tenga parte mayoritaria el Estado. Exceptúanse las asignaciones de que trata el artículo 
19 de la Ley 4ª de 1992.

Artículo 8°. Competencia para conceptuar. El Departamento Administrativo de la 
Función Pública es el órgano competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. 
Ningún otro órgano puede arrogarse esta competencia.

Artículo 9°. Vigencia y derogatoria. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga el Decreto número 894 de 2023 y surte efectos fiscales a partir del 
1° de enero de 2024.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de marzo de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Ricardo Bonilla González.
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Néstor Iván Osuna Patiño.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

César Augusto Manrique Soacha.

DECRETO NÚMERO 0292 DE 2024

(marzo 5)
por el cual se dictan normas en materia salarial para los servidores públicos del Instituto 

Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las normas generales 

señaladas en la Ley 4ª de 1992, y
CONSIDERANDO:

Que dentro de los términos establecidos en el Decreto número 1072 de 2015, se 
adelantó en el año 2023 la negociación del pliego presentado por los representantes de las 
centrales y federaciones sindicales de los empleados públicos, en el cual se acordó entre 
otros aspectos, que para el año 2024 el aumento salarial debe corresponder al incremento 
porcentual del IPC total en 2023 certificado por el DANE, más uno punto seis por ciento 
(1.6%), el cual debe regir a partir del 1° de enero del presente año.

Que el incremento porcentual del IPC total de 2023 certificado por el DANE fue de 
nueve punto veintiocho por ciento (9.28%), en consecuencia, los salarios y prestaciones 
establecidos en el presente decreto se ajustarán en diez punto ochenta y ocho por ciento 
(10.88%) para el año 2024, retroactivo a partir del 1° de enero del presente año.

Que en mérito de lo anterior,

DECRETA:
Artículo 1°. Asignaciones básicas. A partir del 1° de enero de 2024, la asignación 

básica mensual de los empleos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses quedará así:

Grado Asignación Básica Grado Asignación Básica Grado Asignación Básica
1 2.007.989 10 5.944.179 19 10.117.106

2 2.161.522 11 6.284.415 20 10.607.449

3 2.301.623 12 6.944.881 21 11.167.843

4 2.821.986 13 7.345.161 22 11.608.150

5 3.622.549 14 7.725.428 23 12.008.431

6 4.383.080 15 8.325.849 24 12.508.784

7 4.743.336 16 8.606.048 25 12.909.066

8 5.303.726 17 9.206.464 26 13.999.391

9 5.854.115 18 9.506.675 27 14.771.274

Parágrafo 1°. Las asignaciones básicas mensuales de las escalas señaladas en el 
presente artículo corresponden a empleos de carácter permanente y de tiempo completo.

Parágrafo 2°. Los servidores del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses vinculados en los empleos de Asistente Forense, Asistente y Conductor que por 
efecto de ajuste de la planta de personal del Instituto cambiaron de empleo a 31 de julio 
de 2013, y a los cuales por efecto de la tabla de equivalencias y la escala de remuneración 
señaladas en el Decreto número 1975 de 2013 correspondía una asignación básica 
inferior a la que a dicha fecha venían percibiendo, continuarán percibiendo la asignación 
básica superior, mientras permanezcan en el nuevo empleo de acuerdo con la escala 
salarial establecida en el presente artículo. La diferencia de la asignación básica mensual 
se continuará reconociendo a título de prima individual de compensación, de carácter 
personal y la percibirá mientras permanezca en dicho empleo. La prima individual de 
compensación constituye factor salarial para todos los efectos.

Artículo 2°. Prima individual de compensación. La prima individual de compensación 
que perciban los empleados públicos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, a que se refiere el artículo 11° del Decreto 4669 de 2006, se reajustará en el 
mismo porcentaje en que se incrementa la asignación básica del empleo en el que fueron 
incorporados y mientras permanezca en éste.

La prima de que trata el presente artículo constituye factor salarial para liquidar las 
prestaciones sociales y hará parte de la asignación básica para efectos pensionales.

Artículo 3°. Auxilio especial de transporte. Los servidores públicos del Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses que se desempeñen en funciones de 
mensajería tendrán derecho a un auxilio especial de transporte, así:

a)	 Para ciudades de más de un millón de habitantes: ciento veinticuatro mil seis-
cientos noventa y cuatro pesos ($124.694) m/cte., mensuales;

b)	 Para ciudades entre seiscientos mil y un millón de habitantes: setenta y ocho 
mil seiscientos tres pesos ($78.603) m/cte., mensuales;

c)	 Para ciudades entre trescientos mil y menos de seiscientos mil habitantes: cua-
renta y nueve mil novecientos treinta y seis pesos ($49.936) m/cte., mensuales;

d)	 El personal de Unidades Básicas cuya cobertura se extienda a varios munici-
pios tendrá derecho a un auxilio especial de transporte por valor de ochenta y 
cuatro mil cuatrocientos dieciséis pesos ($84.416) m/cte., mensuales.

Artículo 4°. Subsidio de alimentación. El subsidio de alimentación para los 
servidores públicos que perciben una asignación básica mensual no superior a dos 
millones cuatrocientos veintiún mil ciento treinta y cinco pesos ($2.421.135) m/cte. será 
de noventa y tres mil trescientos treinta y dos pesos ($93.332) m/cte., pagaderos por la 
entidad.

No se tendrá derecho a este subsidio durante el tiempo en que el empleado disfrute 
de vacaciones, se encuentre en uso de licencia, suspendido en el ejercicio del cargo o 
cuando la entidad suministre la alimentación.

Artículo 5°. Prima de coordinación. Por ser el Instituto Nacional de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses un establecimiento público del orden nacional, los empleados que 
tengan a su cargo la coordinación o supervisión de grupos internos de trabajo, creados 
por estrictas necesidades del servicio mediante resolución expedida por el Director 
General, percibirán mensualmente un veinte por ciento (20%) adicional al valor de la 
asignación básica mensual del empleo del cual sean titulares, durante el tiempo en que 
ejerzan tales funciones. Dicho valor no constituye factor salarial para ningún efecto 
legal.

Parágrafo. El reconocimiento por coordinación de que trata el presente artículo 
se concederá siempre y cuando exista la disponibilidad presupuestal respectiva y el 
empleado no pertenezca a los niveles directivo o asesor.

Artículo 6°. Prohibiciones. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 
salarial o prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia 
con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en 
contrario carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.
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Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más 
de una asignación que provenga del Tesoro Público o de empresas o de instituciones en que 
tenga parte mayoritaria el Estado. Exceptúanse las asignaciones de que trata el artículo 19 de 
la Ley 4ª de 1992.

Artículo 7°. Competencia para conceptuar. El Departamento Administrativo de la Función 
Pública es el órgano competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. Ningún 
otro órgano puede arrogarse esta competencia.

Artículo 8°. Vigencia y derogatoria. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación, deroga el Decreto número 895 de 2023 y surte efectos fiscales a partir de 1° de 
enero de 2024.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de marzo de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Ricardo Bonilla González.
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Néstor Iván Osuna Patiño.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

César Augusto Manrique Soacha.

DECRETO NÚMERO 0293 DE 2024

(marzo 5)
por el cual se fijan los límites máximos salariales de los Gobernadores, Alcaldes y empleados 

públicos de las entidades territoriales y se dictan disposiciones en materia prestacional.
El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de sus. atribuciones 

constitucionales y legales, en especial de las previstas en la Ley 4ª de 1992, y
CONSIDERANDO:

Que dentro de los términos establecidos en el Decreto número 1072 de 2015, se adelantó 
en el año 2023 la negociación del pliego presentado por los representantes de las centrales y 
federaciones sindicales de los empleados públicos, en el cual se acordó entre otros aspectos, 
que para el año 2024 el aumento salarial debe corresponder al incremento porcentual del IPC 
total en 2023 certificado por el DANE, más uno punto seis por ciento (1.6%), el cual debe regir 
a partir del 1° de enero del presente año.

Que el incremento porcentual del IPC total de 2023 certificado por el DANE fue de nueve 
punto veintiocho por ciento (9.28%), en consecuencia, los salarios y prestaciones establecidos 
en el presente decreto se ajustarán en diez punto ochenta y ocho por ciento (10.88%) para el 
año 2024, retroactivo a partir del 1° de enero del presente año.

Que en mérito de lo anterior,
DECRETA:

Artículo 1°. Monto máximo del salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes. El monto 
máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales 
y Distritales como salario mensual de los Gobernadores y Alcaldes estará constituido por la 
asignación básica mensual y los gastos de representación, y en ningún caso podrán superar el 
límite máximo salarial mensual, fijado en el presente decreto.

El salario mensual de los Contralores y Personeros Municipales y Distritales no podrá ser 
superior al cien por ciento (100%) del salario mensual del Gobernador o Alcalde.

Artículo 2°. Límite máximo salarial mensual para Gobernadores. A partir del 1° de enero 
del año 2024 y atendiendo la categorización establecida en la Ley 617 de 2000, el límite 
máximo salarial mensual que deberán tener en cuenta las Asambleas Departamentales para 
establecer el salario mensual del respectivo Gobernador será:

Categoría Límite Máximo Salarial Mensual
ESPECIAL 23.836.104

PRIMERA 20.196.617

SEGUNDA 19.419.825

TERCERA 16.709.550

CUARTA 16.709.550

Artículo 3°. Límite máximo salarial mensual para Alcaldes. A partir del 1° de enero 
del año 2024 y atendiendo la categorización establecida en la Ley 617 de 2000, modificada 
por la Ley 1551 de 2012, el límite máximo salarial mensual que deberán tener en cuenta 
los Concejos Municipales y Distritales para establecer el salario mensual del respectivo 
Alcalde será:

Categoría Límite Máximo Salarial Mensual
ESPECIAL 23.836.104

PRIMERA 20.196.617

SEGUNDA 14.598.561

TERCERA 11.710.373

CUARTA 9.796.217

QUINTA 7.889.729

SEXTA 5.960.985

Artículo 4°. Límite máximo salarial mensual para Alcalde Mayor de Bogotá D.C. 
El límite máximo salarial mensual del Alcalde Mayor de Bogotá, D. C será de veintitrés 
millones ochocientos treinta y seis mil ciento cuatro pesos ($23.836.104) m/cte.

Artículo 5°. Viáticos. El valor y las condiciones para el otorgamiento de los viáticos 
en las comisiones de servicios de los Gobernadores y Alcaldes corresponderán a lo 
establecido por el Gobierno nacional para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva 
del Orden Nacional. Para estos últimos se tendrá en cuenta, igualmente, lo señalado en la Ley 
136 de 1994 y demás normas que la modifiquen o reglamenten.

Parágrafo. El tope máximo para el reconocimiento de viáticos diarios para comisiones al 
interior del país de los Alcaldes de Distritos y Municipios clasificados en categoría quinta y 
sexta, será el correspondiente para el Alcalde de Municipio o Distrito de cuarta categoría, de 
acuerdo con la escala de viáticos fijada por el Gobierno nacional.

Artículo 6°. Bonificación de dirección. La bonificación de dirección para los Gobernadores 
y Alcaldes continuará reconociéndose en los mismos términos y condiciones a que se refiere el 
Decreto número 4353 de 2004, modificado por el Decreto número 1390 de 2008, y las demás 
normas que los modifiquen o adicionen.

Artículo 7°. Límite máximo salarial mensual para empleados públicos de entidades 
territoriales. El límite máximo de la asignación básica mensual de los empleados públicos de 
las entidades territoriales para el año 2024 queda determinado así:

Nivel Jerárquico Sistema 
General

Límite Máximo Asignación 
Básica Mensual

DIRECTIVO 20.209.206

ASESOR 16.153.855

PROFESIONAL 11.284.768

TÉCNICO 4.183.337

ASISTENCIAL 4.141.829

Artículo 8°. Prohibición para percibir asignaciones superiores. Ningún empleado público 
de las entidades territoriales podrá percibir una asignación básica mensual superior a los límites 
máximos establecidos en el artículo 7° del presente decreto.

En todo caso, ningún empleado público de las entidades territoriales podrá devengar una 
remuneración total mensual superior a la que corresponde por todo concepto al Gobernador o 
Alcalde respectivo.

Artículo 9°. Viáticos. El valor y las condiciones para el otorgamiento de los viáticos para 
los empleados públicos de las entidades territoriales corresponderán a lo establecido por el 
Gobierno nacional para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional.

Artículo 10. Subsidio de alimentación. El subsidio de alimentación de los empleados 
públicos de las entidades a que se refiere el presente decreto, que devenguen asignaciones 
básicas mensuales no superiores a dos millones quinientos noventa y dos mil quinientos 
noventa y tres pesos ($2.592.593) m/cte., será de noventa y dos mil cuatrocientos cincuenta 
y ocho pesos ($92.458) m/cte., mensuales o proporcional al tiempo servido, pagaderos por la 
respectiva entidad, sujeto a la disponibilidad presupuestal.

No se tendrá derecho a este subsidio cuando el respectivo empleado disfrute de vacaciones, 
se encuentre en uso de licencia, suspendido en el ejercicio de sus funciones o cuando la entidad 
suministre alimentación a los empleados que conforme a este artículo tengan derecho al 
subsidio.

Artículo 11. Prohibiciones. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen 
salarial, ni autorizar o fijar asignaciones básicas mensuales que superen los límites máximos 
señalados en el presente decreto, en concordancia con lo establecido en los artículos 10 y 12 de 
la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de efectos y no creará derechos 
adquiridos.

Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de una 
asignación que provenga del Tesoro Público o de empresas o de instituciones en las que tenga 
parte mayoritaria el Estado. Exceptúanse las asignaciones de que trata el artículo 19 de la Ley 
4ª de 1992.

Artículo 12. Competencia para conceptuar. El Departamento Administrativo de la Función 
Pública es el órgano competente para conceptuar en materia salarial y prestacional. Ningún 
otro órgano puede arrogarse esta competencia.

Artículo 13. Vigencia y derogatoria. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación, deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial el Decreto 896 de 2023 
y surte efectos fiscales a partir del 1° de enero del año 2024 con excepción de lo previsto en 
los artículos 5° y 9° de este Decreto, los cuales rigen a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de marzo de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro del Interior,

Luis Fernando Velasco Chaves.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Ricardo Bonilla González.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

César Augusto Manrique Soacha.


